ACCIÓN DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 59
RADICACIÓN: 66001311800220190008401

ACCIONANTE:    MATÍAS MORENO CORREA  
SE REVOCA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS PARA SU SATISFACCIÓN / RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, DE FONDO Y CONGRUENTE CON LO PEDIDO / SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO PENSIONAL.
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión que se produzca. A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición. (…)
El juez de instancia al analizar el caso concreto decidió negar el amparo, por cuanto la entidad emitió supuestamente una respuesta de fondo y completa a la petición elevada; sin embargo, el Tribunal no comparte lo resuelto por el funcionario de primer nivel, y estima que le asiste razón a la accionante en sus planteamientos, por cuanto la comunicación emitida por el asesor jurídico Grupo de Pensiones de la Policía Nacional en ningún momento constituye una respuesta de fondo y completa a lo solicitado, sino que se limita a solicitar un documento que entre otras cosas ni siquiera corresponde a la petición concreta que elevó la señora YERALDÍN CORREA en representación de su hijo.
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                                RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA N º  2 DE ASUNTOS penales 

           para adolescentes 
             Magistrado Ponente
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecinueve (19) de junio de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación N° 263
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora YERALDÍN CORREA VELÁSQUEZ como representante legal de su hijo menor MATÍAS MORENO CORREA, frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra el MINISTERIO DE DEFENSA, la POLICÍA NACIONAL, la SECRETARÍA GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL y el JEFE DE GRUPO DE PENSIONES DE LA POLICÍA NACIONAL.

2.- DEMANDA 

Los hechos que plantea la señora YERALDÍN CORREA se pueden sintetizar de la siguiente manera: (i) convivió con el causante FREDDY MORENO HIGUITA -persona que falleció en abril 30 de 2017- quien laboró en la POLICÍA NACIONAL; (ii) fruto de la anterior relación nació en diciembre 21 de 2017 MATÍAS MORENO CORREA; (iii) al momento del nacimiento de su hijo, el niño no se encontraba reconocido por su progenitor, motivo por el cual presentó demanda de filiación post mortem ante el Juzgado Único de Familia del municipio de Dosquebradas (Rda.); (iv) una vez surtidos los trámites propios de la causa, el juzgado de conocimiento mediante sentencia No 329 de diciembre 14 de 2018 resolvió: “[…] DECLARAR que el señor FREDDY MORENO HIGUITA (fallecido) quien en vida se identificaba con cédula de ciudadanía No 1.087.993.581, es el padre extramatrimonial del menor MATIAS registrado en la Registraduría del Estado Civil de Dosquebradas, Risaralda, bajo indicativo serial No 53670640 y NUIP 1.088.039.836, por lo tanto, de ahora en adelante el menor llevará el apellido de su progenitor, quedando MATÍAS MORENO CORREA por las razones anotadas en la parte motiva. […]”; (v) en enero 23 de 2019 elevó petición ante la POLICÍA NACIONAL por medio de la cual solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente a favor de su hijo en la proporción legal que corresponda; (vii) en la solicitud anexó todos los documentos exigidos por la entidad; (viii) han pasado tres meses sin que se resuelva de fondo su petición, por tanto, se ha desconocido el artículo 1º de la ley 717/01; y (ix) desde el deceso de su compañero han pasado dificultades económicas toda vez que a ella le correspondió asumir todos los gastos del embarazo, parto y post parto, además de los costos que demanda el mantenimiento de su hijo.    
Solicitó en consecuencia que se ordenara a las entidades accionadas resolver de fondo la petición, y se concediera la pensión de sobreviviente a que tiene derecho su descendiente.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió y corrió traslado a las entidades accionadas. Solo se pronunció de manera oportuna y en los siguientes términos, el JEFE DEL GRUPO DE PENSIONES DEL ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES DE LA POLICÍA NACIONAL:
La pretensión de la accionante va dirigida a que se ordene a la Policía Nacional que de inmediato se resuelva de fondo un requerimiento, sin embargo, el derecho del cual reclama protección no ha sido vulnerado, toda vez que a la fecha ya se encuentra proyectado el acto administrativo por medio del cual se resuelve de forma clara, de fondo y de manera congruente el reconocimiento de la pensión a favor del menor MATÍAS MORENO CORREA, es decir, que en la actualidad está en la etapa interna de revisión jurídica en el Área de Prestaciones Sociales, y surtido ese trámite se notificará de conformidad con lo preceptuado en la ley 1437/11.

Solicita se declare improcedente la acción de tutela o en su defecto se concluya que no ha existido vulneración de derecho fundamental alguno.

3.2.- En el trámite de la primera instancia la accionante aportó un documento dirigido al Asesor Jurídico del Grupo Pensional de la PONAL, donde manifiesta su inconformidad ante la respuesta recibida por parte de la entidad, en la cual le informaron que debía acreditar la calidad de compañera permanente del fallecido señor FREDDY MORENO HIGUITA, so pena de dar aplicación al desistimiento tácito, caso en el cual reconocerían la prestación a favor de la señora CIELO BIBIANA ARANZAZU GONZÁLEZ, quien acreditó la calidad de cónyuge del de cujus.

En dicho escrito le aclaró a la entidad que ella había renunciado a la pretensión a favor de ella, y la reclamación era exclusivamente como representante legal de su hijo menor para quien pide la prestación económica en la proporción legal que corresponde.

3.3.- Mediante providencia de mayo diecisiete (17) de 2019 el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes negó el amparo del derecho fundamental de petición, y para ese efecto argumentó que el Asesor Jurídico del Grupo de Pensiones de la Policía Nacional había dado una respuesta congruente y de fondo a lo pedido por la señor YERALDÍN CORREA, en la cual le indicaron que de acuerdo con las solicitudes que ella había elevado en los meses de agosto de 2017 y marzo de 2018 -donde solicitaba el reconocimiento de la pensión como compañera permanente sin haberlo acreditado-, la entidad la requirió para que en el término de 10 días aportara el documento que acreditaba su calidad de compañera, so pena de aplicar el desistimiento tácito y reconocer el derecho a la cónyuge que ya acreditó lo que por ley correspondía.
4.- IMPUGNACIÓN

La accionante inconforme con esa determinación presentó escrito por medio del cual impugnó la sentencia y manifestó que la respuesta que recibió por parte de la entidad es ajena a su solicitud de pensión de sobreviviente que había elevado a favor de su hijo MATÍAS MORENO CORREA, y por tal motivo es equivocado declarar un hecho superado.

En la presente acción de tutela no reclama ningún derecho como compañera permanente del fallecido FREDDY MORENO HIGUITA, sino la prestación económica que le corresponde a su hijo como beneficiario del causante, lo que es bien diferente.
Significa lo anterior que en el presente asunto brilla por su ausencia una respuesta de fondo a su solicitud.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, y 1º del Decreto 1382/00 modificado por los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo del derecho fundamental de petición que reclama el menor MATÍAS MORENO CORREA por medio de su representante legal. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión que se produzca. A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición
.

Ha de entenderse entonces, que existe vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no emite una repuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración.

Es necesario precisar que dada la naturaleza del derecho de petición, y por tratarse de un aspecto que toca directamente con su núcleo esencial, corresponderá única y exclusivamente al legislador fijar los términos dentro de los cuales los distintos entes han de resolver las solicitudes que en interés general o particular le sean presentadas. Términos que, en atención a la esencia misma de los temas que le dan origen, deben ser razonables a efectos que la respuesta, en sí misma considerada, pueda satisfacer los requerimientos formulados.

La fijación de esos plazos estará determinada por la naturaleza del asunto en controversia, en consecuencia, han de tenerse en cuenta los trámites que debe agotar la entidad correspondiente para contestar en debida forma la petición. En este sentido, los principios de razonabilidad y proporcionalidad juegan un papel preponderante con el fin de darle contenido a la expresión “pronta resolución” que consagra la Constitución
. 

La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, establece: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción”. En la sentencia SU-975/03 la H. Corte Constitucional precisó que el término de 15 días aplica también para la resolución de recursos frente a los actos administrativos que definen reconocimientos pensionales. Y en cuanto al término para el reconocimiento de una pensión de sobreviviente, el artículo 01 de la ley 717/01 dispone que por parte de la entidad de Previsión Social correspondiente deberá efectuarse una respuesta de fondo a más tardar dos (2) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su derecho.
Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En ese evento, así habrá de informárselo al peticionario indicándole además de las razones que la llevan a no responder a tiempo, la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga el segundo aspecto del derecho de petición, cuál es la respuesta de fondo
. 
De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela, se advierte que lo solicitado por la señora YERALDÍN CORREA como representante legal de su hijo menor MATÍAS MORENO CORREA, consiste en que se dé respuesta de fondo al derecho de petición que se radicó ante el JEFE DE GRUPO DE PENSIONES DE LA POLICÍA NACIONAL en enero 23 de 2019, mediante el cual pidió: (i) el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente a favor de su hijo en la proporción legal que corresponda; (ii) se cancele al menor las mesadas debidas desde el momento del deceso de su señor padre y hasta el instante en que se cumplan los requisitos de ley; (iii) reconocer y pagar los intereses moratorios; (iv) informar en forma oportuna los demás haberes que tenía el padre del menor; y (iv) que se dé prelación a su solicitud por tratarse de un menor de edad.

El juez de instancia al analizar el caso concreto decidió negar el amparo, por cuanto la entidad emitió supuestamente una respuesta de fondo y completa a la petición elevada; sin embargo, el Tribunal no comparte lo resuelto por el funcionario de primer nivel, y estima que le asiste razón a la accionante en sus planteamientos, por cuanto la comunicación emitida por el asesor jurídico Grupo de Pensiones de la Policía Nacional en ningún momento constituye una respuesta de fondo y completa a lo solicitado, sino que se limita a solicitar un documento que entre otras cosas ni siquiera corresponde a la petición concreta que elevó la señora YERALDÍN CORREA en representación de su hijo.

Obsérvese que la representante legal del menor dejó en claro que la petición presentada ante la POLICÍA NACIONAL en enero 23 de 2019 es en relación con el reconocimiento pensional de su hijo y no de ella. Afirmación que es totalmente cierta, porque si se examina con detenimiento el derecho de petición y se compara con la respuesta ofrecida, es evidente que no existe congruencia en cuanto la solicitud que motivó esta acción de tutela se presentó este año y se refiere exclusivamente al menor MATÍAS, en tanto en la respuesta que rindió el asesor jurídico del Grupo de Pensiones se hace referencia a dos peticiones presentadas por la misma señora pero en agosto 03 de 2018  y marzo 21 de 2018, y en la misma no hace mención alguna al reconocimiento pensional que se reclama en cabeza del citado menor.
En esas condiciones, para esta Colegiatura la entidad accionada vulneró y aún vulnera el derecho fundamental de petición del que es titular el menor de edad, en cuanto no ha dado una respuesta de fondo a la solicitud presentada en enero 23 de 2019, y en el caso sometido a estudio el interesado lleva cerca de 5 meses a la espera de una respuesta de fondo y completa.

Así las cosas, la Sala revocará la decisión proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes, y en su lugar se amparará el derecho fundamental de petición, con lo cual, se ordenará a la POLICÍA NACIONAL por intermedio del JEFE DE GRUPO DE PENSIONES o los funcionarios competentes, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia se proceda a emitir una respuesta de fondo y completa respecto de la solicitud presentada en enero 23 de 2019.

Ahora, con respecto a la segunda petición de la accionante -que se reconozca la pensión de sobreviviente a favor del menor- se declarará la improcedencia para resolver sobre la misma por esta esta especial vía judicial, toda vez que en este asunto no se configura la existencia de un perjuicio irremediable que amerite un pronunciamiento con medidas urgentes y precisas; pero además, porque la entidad debe pronunciarse con respecto a la concesión o negación del derecho cuyo reconocimiento se reclama. 

6.- DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión N° 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA
PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, y en su lugar se TUTELA el derecho de petición del que es titular el menor MATÍAS MORENO CORREA.

SEGUNDO: SE ORDENA a la POLICÍA NACIONAL por intermedio del JEFE DE GRUPO DE PENSIONES o los funcionarios competentes, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia proceda a emitir una respuesta de fondo y completa respecto de la solicitud presentada en enero 22 de 2019.

TERCERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción en cuanto a la solicitud del reconocimiento de la pensión de sobreviviente a favor del citado menor.

CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y CÚMPLASE,

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     DUBERNEY GRISALES HERRERA
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Por ejemplo, en la sentencia T-043 del veintinueve (29) de enero de dos mil nueve (2009), M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla.





� Sentencias T-392/97 y T-672/97.


� T-076/95, al igual que en las sentencias T-353/97, T-672/97, T-308/98, T-310/98.
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